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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio veinticuatro de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-003-2000-00032-01
Acta N° 272 de junio 24 de 2009
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 23 de abril de 2008, en este proceso ordinario que Thanya del Carmen Cuesta Salazar le promovió a Omar Alfonso Cuesta Salazar, Martha Elba Cuesta Salazar y William Rivera Gaviria -vinculado mediante reforma de la demanda- y en el que se tuvo a Ana Julia Salazar Galeano (inicial demandante) como integrante de este extremo pasivo, una vez desistió de las pretensiones que había invocado.
ANTECEDENTES  

Demandaron ante el Juzgado Promiscuo de Familia (reparto) de esta ciudad las señoras Ana Julia Salazar Galeano y Thanya del Carmen Cuesta Salazar, cónyuge e hija del causante Hernando o Hernando Alberto Cuesta Urrea, en su orden, con el fin de que se declararan de manera principal “simulados de simulación absoluta los contratos de compraventa contenidos en las escrituras 505 del 9 de octubre de 1995, 563 del 16 de noviembre de 1995 y en el documento privado de fecha 29 de mayo de 1997”, contentivas de la venta que el causante Hernando o Hernando Alberto Cuesta Urrea efectuó a favor de sus hijos Omar y Martha Elba Cuesta Salazar, de un lote de terreno mejorado con edificación de dos plantas donde funciona la emisora “Armonías del Ingruma” del municipio de Riosucio (Caldas); de un lote de terreno de 4 hectáreas mejorado con vivienda de un piso, una torre metálica con antena donde se hallan ubicados los transmisores de la emisora; el 50% de una casa de habitación de dos plantas ubicada en el mismo municipio en la carrera 6ª número 7-08/12, y un establecimiento comercial denominado “Armonías del Ingrumá” ubicado en la carrera 5 con calles 11 y 12 de la misma municipalidad.
Como peticiones subsidiarias solicitaron: (i) declarar que el señor Hernando Alberto Cuesta Urrea sufrió lesión enorme al efectuar las ventas contenidas en las referidas escrituras públicos y documento privado del 29 de mayo de 1997; y (ii) declarar que dichos contratos encubren una “DONACION ENTRE VIVOS” hecha por el señor Cuesta Urrea a favor de sus hijos Omar y Martha Elba Cuesta Salazar, que por no haber sido insinuada es nula de nulidad absoluta en cuanto excede de 50 salarios mínimos mensuales el valor del bien donado.

Como consecuencia de las peticiones invocadas solicitaron: a) declarar sin valor la inscripción de las escrituras públicas aludidas; b) oficiar a la Notaría de Riosucio (Caldas) para que tomara nota de dicha invalidez; c) declarar sin valor el documento privado de mayo 29 de 1997 comunicándole lo pertinente a la Cámara de Comercio de Manizales; d) declarar que la sucesión ilíquida del referido causante es propietaria de los susodichos bienes; e) ordenar a favor de la sociedad conyugal disuelta e ilíquida y de la sucesión la restitución de los mismos; f) declarar rescindidos por lesión enorme los contratos y promesa ya referidos; y g) finalmente, que para efecto de las restituciones  ha existido mala fe y se deben reintegrar los frutos civiles debidamente indexados; también reclamaron que se condenara en costas.
Los hechos que sirvieron de partida para esos pedimentos, se comprimen así:

El señor Hernando o Hernando Alberto Cuesta Urrea contrajo matrimonio con la señora Ana Julia Salazar Galeano el día 8 de agosto de 1945; dentro del precitado matrimonio nacieron Tania del Carmen, Martha Elba y Omar Cuesta Salazar; la cónyuge presentó demanda de separación de bienes en contra de su esposo ante el Juzgado Civil del Circuito de Riosucio el 22 de julio de 1963, pero fueron desestimadas las pretensiones en primera y segunda instancia; el 9 de octubre de 1995 el señor Cuesta Urrea transfirió a título de compraventa a su hijo Omar Cuesta Salazar, mediante escritura pública número 505 de la Notaría Única de Riosucio la nuda propiedad de los bienes inmuebles distinguidos bajo los folios de matrícula inmobiliaria números 115-0002401 y 115-0001798; igualmente mediante documento privado suscrito el 29 de mayo de 1997 y registrado bajo el número 6-035777, Libro IV, Tomo 25 de la Cámara de Comercio de Manizales, le transfirió a título de compraventa, el establecimiento comercial denominado “ARMONIAS DEL INGRUMÁ” que se encuentra inscrito bajo el registro mercantil 20-504701-1.
Siguieron su relato diciendo que el 16 de noviembre de 1995, mediante la escritura pública número 563 otorgada en la Notaría Única de Riosucio, el hoy causante transfirió a título de compraventa a su hija Martha Elba  Cuesta de Camaro, la nuda propiedad sobre el 50% del bien distinguido con la matrícula número 115-0012851.
Agregaron que los bienes transferidos al señor Omar Cuesta tienen un valor comercial superior a los $1.000’000.000,oo; que éste fue el  hijo preferido de Cuesta Urrea, al punto que era el que manejaba todos sus negocios y que Omar no permitía que Tania entrara a los establecimientos de su padre, ni siquiera cuando éste estaba convaleciente Omar le permitía que lo ayudara, al punto de agredirla físicamente sólo con la intención de que no se diera cuenta de los negocios que manejaba; sin embargo un día su papá le dijo que estaba muy arrepentido de haberle transferido los bienes a Omar; que las compraventas realizadas a sus hijos por parte de Hernando Alberto Cuesta Urrea tuvieron por objeto donaciones para impedir que las demandantes pudieran participar, en su momento, de la liquidación de la sociedad conyugal y de la herencia respectiva.  
Terminaron diciendo que con las escrituras no se hizo cosa distinta a la de disfrazar una donación según los indicios siguientes: por el precio irrisorio de las negociaciones; por la relación de parentesco entre vendedor y compradores; la poca o casi nula capacidad económica de estos; el desconocimiento por parte de las demandantes sobre el destino que Hernando Alberto Cuesta le dio al dinero recibido de parte de los presuntos compradores; la avanzada edad y desmejoramiento físico, como que en el año de 1992 se le diagnosticó cáncer de garganta y le provino un derrame cerebral, y como consecuencia de unas irradiaciones “se le afectaron unas neuronas y quedo padeciendo unas convulsiones, perdió su memoria y su coordinación mental y motriz.”; y por último, el hecho de haberse reservado el causante el usufructo y sólo transferir la nuda propiedad demuestra que no hubo ánimo de venta ni de compra.
Repartida la demanda, correspondió al Juez Segundo de Familia de esta ciudad que se declaró incompetente para asumir su conocimiento y ordenó remitirla al Juzgado Civil del Circuito, y por ello el juzgado tercero de tal especialidad la admitió con auto del 22 de febrero de 2000 y ordenó el traslado de rigor. 
Martha Elba Cuesta Salazar, por medio de asesor judicial dio respuesta en la que admitió los hechos 1, 2, 4, 7, y 12;  el 3 en forma parcial y de los hechos 10 y 11 dijo que se trataba de apreciaciones especulativas y subjetivas; se opuso a todas las pretensiones incoadas y formuló como excepciones de fondo las que denominó capacidad económica suficiente para adquirir y que el contrato aleatorio escapa a la acción rescisoria de lesión enorme (f. 53 a 57, c. 1); 
Omar Cuesta Salazar, por conducto de asesor judicial, propuso la excepción previa de falta de competencia que al final fue resuelta en forma favorable a sus intereses y se dispuso la remisión del expediente al Juzgado Civil del Circuito de Riosucio (Caldas), despacho que no asumió el conocimiento y promovió conflicto negativo de competencia. La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia mediante providencia del 12 de octubre de 2001 dirimió el conflicto e indicó que del asunto tenía que seguir conociendo el Juzgado Tercero Civil del Circuito al que remitió el expediente.

También procedió a contestar la demanda admitiendo algunos de los hechos, negando otros y presentó las excepciones de mérito que denominó carencia absoluta de la pretensión subsidiaria de lesión enorme y prescripción extintiva de la pretensión subsidiaria de lesión enorme.
La parte actora reformó la demanda para vincular como nuevo sujeto procesal en la parte pasiva a William Rivera García, bajo el argumento de que el día 24 de febrero de 2000, esto es, 33 días después de presentarse el libelo, la señora Martha Elba Cuesta transfirió a favor de éste, a título de compraventa, el 50% de la cuota parte proindiviso que tenía sobre el bien inmueble ubicado en la carrera 6ª número 7-08 y 7-12; que tal compraventa es un acto simulado con el único propósito de eludir una responsabilidad o condena que pudiera derivarse del presente proceso; que el señor Rivera Gaviria no tenía la capacidad económica para adquirir tal bien en la suma de $30’000.000,oo que la vendedora declaró haber recibido de su parte; por lo tanto, solicitó que se declarara simulado absolutamente tal acto y, en consecuencia, que se dejara sin valor la inscripción de la escritura pública número 86 del 24 de febrero de 2000, se oficiara al Notario de Riosucio para que tomara nota de la invalidez, se declarara que la sucesión ilíquida del señor Hernando Alberto Cuesta Urrea es propietaria de ese 50%, se ordenara a favor de la sociedad conyugal disuelta e ilíquida y de la sucesión la restitución del 50% del inmueble referido junto con los frutos civiles y naturales percibidos por el demandado desde que entró en posesión de mala fe y se condenara en costas al demandado.
Previa corrección de la solicitud, con auto del 28 de junio de 2000 se admitió la reforma con el consiguiente traslado a los interesados, el que fue descorrido por Martha Elba Cuesta. Por medio de apoderado el señor Rivera Gaviria se pronunció sobre los hechos de que dio cuenta la reforma, se opuso al despacho favorable de las pretensiones incoadas y propuso la excepción de mérito que denominó falta de legitimación en la causa por la parte pasiva.
Agotada la audiencia de que trata el artículo 101 del C. de P. Civil, el juzgado decretó las pruebas pedidas; en curso de ello se puso en conocimiento la muerte de Omar Cuesta Salazar, hecho acaecido el 20 de marzo de 2002, y se dispuso la citación de su cónyuge y se dispuso el emplazamiento de los herederos indeterminados del mismo; posteriormente se tuvo a Lucero Ramírez Gómez como sucesora procesal de su esposo fallecido, señor Omar Cuesta Salazar y se requirió a Ana Julia Salazar , en su calidad de heredera del mismo, para que definiera la doble situación en que se hallaba de demandante y demandada por este hecho, para lo cual se pronunció y el juzgado con auto del 29 de agosto de 2003 se aceptó el desistimiento que ésta presentó respecto a las pretensiones de la demanda y se tuvo como única demandante a Thanya del Carmen Cuesta Salazar. 
Luego de subsanarse varias irregularidades detectadas en el desarrollo del proceso, definir que la señora Ana Julia Salazar continuaría en el proceso conformando la parte pasiva, surtido el emplazamiento de los herederos indeterminados del señor Omar Cuesta Salazar y glosada al expediente copia de la sentencia de partición de la sucesión de éste, se les designó a los herederos indeterminados curador ad litem que guardó silencio; trámites todos inconducentes, como bien lo anotó la juez en el fallo.
Con auto del 11 de febrero de 2008 se decidió que no se hacía necesario procurar la comparecencia al proceso de Ana Julia Salazar Galeano para enterarla de que se tenía como sucesora procesal del demandado Omar Alfonso Cuesta Salazar, por lo que se dispuso continuar con el proceso y se corrió traslado común a las partes para alegar (f. 78 y 79, c. 1B). Concluyó la instancia con la decisión de fondo que denegó las pretensiones de la demanda y su reforma y condenó en costas a la parte actora a favor de los demandados.
Para así decidir, en síntesis, luego de una introducción acerca de la simulación, concluyó la funcionaria de primera instancia que con el haz probatorio no se logró acreditar que la situación era como la planteaba la parte actora, como que de la prueba testimonial arrimada por la demandante no se logró demostrar la voluntad privada de las partes que se hiciera prevalecer sobre la externa que ostenta el acto público, aunado al hecho de que el acervo recogido a instancia de los demandados quebrantó las alegaciones incoadas en la demanda y sirvió para demostrar sí, lo alegado en la contestación a la misma; por eso mismo tampoco halló de recibo la subsidiaria pretensión de que se declarara una donación entre vivos. Finalmente, en cuanto a la declaratoria de rescisión por lesión enorme y con apoyo en precedente jurisprudencial, señaló que no tenía cabida respecto de los inmuebles por la indeterminación de los contratos referente a que versaban sobre la nuda propiedad y la ganancia dependía de un hecho incierto, y en relación con el establecimiento de comercio no operaba tal figura por tratarse de un bien mueble acorde con lo preceptuado por el artículo 32 de la Ley 57 de 1887.


  

Apeló la demandante y en esta sede, surtido el trámite correspondiente, sustentó la alzada sin pronunciamiento de la contraparte.




Ahora es oportuno decidir, previas estas:

CONSIDERACIONES

Concurren aquí los presupuestos del proceso y no hay causales de nulidad que afecten la actuación, así que la decisión será de fondo si, además, se advierte que las partes están legitimadas en la causa, la demandante en calidad de heredera de Hernando Alberto Cuesta Urrea, y los demandados como partes en los contratos de compraventa que se dicen simulados. 
Esto sin perjuicio de que se diga que hay una imprecisión en la forma de pedir que, de ser estrictos en el cumplimiento de las formas propias del proceso, tendría que dar en una sentencia inhibitoria por ser inepta la demanda o por una indebida acumulación de pretensiones. Si se mira bien, ese acápite del libelo inicial adolece de una serie de defectos que han debido ser advertidos por el juzgado antes de admitirlo: el primero, que los hechos de la demanda refieren con nitidez que “Las compraventas que realizó el causante HERNANDO o HERNANDO ALBERTO CUESTA URREA a sus hijos OMAR y MARTHA ELBA CUESTA SALAZAR tuvieron por objeto donaciones…” (hecho 10º) y que “con esas escrituras no se hizo cosa distinta que disfrazar una donación…”, es decir, que dan cuenta de una simulación relativa, no absoluta, de manera que no guardan ninguna armonía con la pretensión principal que busca que se declaren “simulados de simulación absoluta los contratos de compraventa contenidas en las escrituras 505 del 9 de octubre de 1995, 563 del 16 de noviembre de 1995 y en el documento privado de fecha 29 de mayo de 1997”.; esto implica que aquellos hechos no podían servir de fundamento a esa pretensión, requisito que señala el numeral 6º del artículo 75 del C. de P. C.

El segundo, que las peticiones subsidiarias, como fueron planteadas, son excluyentes, porque a la vez que se pide que se declare que el vendedor sufrió lesión enorme en las ventas mencionadas (literal a), se reclama que se diga que los contratos que encubren las escrituras públicas y el documento privado constituyen una donación entre vivos que por no haber sido insinuada es nula en cuanto exceda de 50 salarios mínimos mensuales del valor del bien donado.

El tercero,  que las peticiones consecuenciales se generalizaron, tanto para la pretensión principal como para las subsidiarias y entre ellas se incluyeron algunas que no derivan de ambas, sino de una sola, por ejemplo, que se declaren rescindidos por lesión enorme los referidos contratos, solicitud que evidentemente se contrapone a la declaración de simulación ya absoluta, ora relativa.

Ahora bien, propugnando por las corrientes actuales, de las que participa la Sala, acerca de que en cuanto sea posible se debe evitar un fallo inhibitorio con miras a hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el meramente formal, se tiene que al contestar la demanda, e inadvertidas las irregularidades por el juzgado al admitirla, no se propuso la excepción previa pertinente, como camino adecuado para corregir aquellas falencias, por lo que no sería del todo aconsejable que en esta etapa del proceso, máxime cuando han transcurrido más de 9 años desde cuando fue presentada la demanda, se optara por la inhibición. Casos hay, como este, en los que el juzgador puede deslindar, no obstante esas imprecisiones, lo que busca el demandante. Aquí bien puede decirse que la pretensión principal es la de que se declare que hubo una simulación absoluta; la primera subsidiaria, que se declare que hubo una lesión enorme y la segunda subsidiaria, que hubo una simulación  relativa, todo para que se permita ponerle fin al proceso con decisión de mérito.

Con esta precisión, y en lo que toca con lo que se debate, como el fin de la alzada es que se acceda a las pretensiones en general, corresponde dilucidar en primer término lo que corresponda a la simulación absoluta alegada.
Los actos jurídicos en general se presumen serios y ajustados a la legalidad que les es inherente, según dimana de lo que en forma expresa señala el artículo 1602 del Código Civil, que establece que “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.

De esta norma surge que aquello que se ofrece a primera vista en una negociación es cierto, apegado a la manifestación de la voluntad de los contratantes y surte todos sus efectos jurídicos.  Por esta especial condición, es que la acción de simulación, que tiene arraigo en el artículo 1766 del C. Civil, tiende a confrontar esa expresión plasmada en un determinado instrumento con lo que realmente quisieron pactar las partes; es decir, se propugna por poner en evidencia la discordancia entre la voluntad real y la voluntad declarada, que si obedece a que los actores del vínculo no pretendieron en verdad celebrar negocio alguno, la simulación caería en el ámbito de lo absoluto; pero si ella hace ver que el acuerdo declarado disfraza otro que es el que en realidad se quería, la simulación será relativa.

En uno u otro caso, quien tenga un interés legítimo en esa manifestación contractual, como lo tiene en este caso el demandante, debe probar que existió en las personas involucradas en el negocio jurídico, la intención de sustraerse a la verdad en perjuicio de sus derechos.

Entendido así el asunto, la cuestión se puede perfilar desde dos ángulos, ninguno de los cuales favorece los intereses de la demandante, particularmente el primero de ellos que descarta, de entrada, la procedencia de la simulación. 

Tiene que ver este con la distinción marcada que existe entre la nulidad de un acto o contrato y su ineficacia por simulación.  Aquella, la nulidad, si es absoluta, surge de la existencia de un objeto o causa ilícitos, o de que se omitan requisitos o formalidades que las leyes prescriban para su valor, o de que en ellos intervenga directamente una persona absolutamente incapaz; y si relativa, es porque se produce cualquier otra especie de vicio, particularmente aquél que radica en que uno de los intervinientes es relativamente incapaz. Es decir, que en uno y otro caso, lo que da al traste con un negocio jurídico es el incumplimiento de los presupuestos legales para su cabal conformación, trátese de capacidad, de causa lícita, de objeto lícito o de consentimiento exento de vicios.
La simulación en cambio, como viene de verse, es ajena a esa falta de exigencias legales; todo lo contrario, el acto se supone ajustado a la ley, lo que ocurre es que no corresponde a la realidad de lo que los contratantes quisieron o, dicho de otra manera, la voluntad declarada de los contratantes no está viciada pero no consulta su real intención. Así, se ha señalado que:
“Para terminar, diremos que todo lo que se lleva dicho hasta aquí respecto a la ineficacia de los actos jurídicos, resulta de considerar la presencia en ellos de un vicio originado en la falta de requisitos esenciales o formales para su constitución y validez y especialmente los que resultan de vicios de la voluntad. Pero existe otra clase de ineficacia de los mismos actos jurídicos que, aunque se refiere a la voluntad como determinante, no resulta ciertamente de la existencia de vicios en esta, ni menos de la falta de requisitos esenciales ni formales, sino de la manera especial como ésta voluntad aparece declarada por las partes interesadas.  Esta clase de ineficacia la producen los actos simulados, en los cuales se hace intervenir un elemento de ficción a través del cual actúa la voluntad predeterminada de los contratantes, dando como resultado la ineficacia del acto a que se refiere…” 

Distinción que tiene que hacerse porque bien mirada la prueba aportada por la parte actora, que tiene la carga de demostrar la intención oculta de los contratantes, y en particular los dos testimonios que se escucharon por su cuenta, de ellos se desprende que los deponentes aluden más que a la distorsión de la verdadera razón de ser del negocio jurídico, a la condición física y mental del señor Hernando Alberto Cuesta Urrea.  Así, por ejemplo, Beatriz Helena Marín Grisales, dijo que se dio cuenta de que hubo la negociación, pero “Don Hernando se mantenía muy enfermo, él sufría de cáncer en la garganta y el páncreas, por lo tanto se le tenía que administrar una droga que lo adormecía, no quedaba como muy consciente de los hechos. OMAR aprovechó esta oportunidad para empezar a diligenciar las vueltas concernientes al traspaso de estos bienes… Y OMAR aprovechó esta oportunidad de que don HERNANDO no quedaba consciente de nada… Ya en los momentos de lucidez que tuvo don HERNANDO la señora ISABEL MORENO y yo le comentamos lo que había hecho, él no recordaba nada de lo que había hecho, el traspaso de estos bienes y se negaba a creerlo y él decía que en ningún momento le había traspasado los bienes a OMAR y a Martha, que en qué momento…” Más adelante precisó que las enfermedades que aquejaban al señor Cuesta Urrea le impedían tener conocimiento de sus actos por la droga que se le suministraba, que eran como sedantes, al punto que no reconocía el valor del dinero. 

E Isabel Moreno, quien fuera empleada doméstica del señor Hernando Cuesta Urrea por largos años, indicó que de él se aprovecharon, “…lo presionaron porque como él ya estaba perdiendo la memoria, él tenía sus dudas en que no sabía qué día era, ni el mes en que estábamos. A él lo presionaron mucho y él  les dijo que sí, pero estaba todo ido, por las pastas que se le daban, él no estaba en sus cinco sentidos, porque él no sabía lo que hacía y entonces lo presionaron mucho y él como no tenía quién más le viera los negocios, entonces les dijo que sí, pero con el tiempo él como que recuperó algo la memoria y él me lo decía a mí, que estaba arrepentido, que qué le había pasado a él, que les firmó, que les dijo que sí les firmaba eso, pero eso fueron puras mentiras, porque ellos no tenían con qué comprar…”. 
Si estas pruebas constituyen el soporte de la acción de simulación absoluta, también de la relativa como se dirá, bien se ve que los testigos lo que dan a entender es que el señor Cuesta Urrea no se hallaba en condiciones mentales que le permitieran discernir sobre la venta que de sus bienes hizo a favor de Omar y Martha Elba y que fue la coacción que estos ejercieron sobre él la que lo llevó a tomar esa determinación; es decir, que para ellas lo que ocurrió es que el vendedor no tenía capacidad para celebrar los contratos, por un lado, y por el otro, que su voluntad estuvo viciada por la fuerza moral que sobre él se ejecutó. 

En ese orden de ideas, la prueba apunta más a demostrar una nulidad que una simulación, porque no dejan entrever las deponentes en qué fue que consistió el negocio soterrado; apenas sí mencionaron que los compradores no tenían capital para pagar lo que las escrituras dicen que valieron los bienes. Por supuesto que esas solas menciones, sin una prueba científica que demuestre que en realidad el señor Hernando Alberto Cuesta Urrea carecía de las facultades mentales que le impidieran comprender sus actos para la época en que vendió parte de sus bienes a dos de sus hijos, no podría conducir a tomar partido por una declaración de nulidad, pues para ello se requeriría que apareciera de manifiesto en los contratos (art. 1742 del C.C.), lo que, obviamente, no ocurre en este caso. 
Ahora que, puestos en dirección a la pregonada simulación absoluta que de manera principal se pide, hay un primer supuesto probado, sobre el que nada se discute, y es el de que mediante escrituras públicas números 505 del 9 de octubre de 1995 y 563 del 16 de noviembre de ese mismo año, se celebraron los contratos de compraventa sobre los bienes inmuebles de que dan cuenta los hechos quinto a séptimo de la demanda, por medio de los cuales Hernando Alberto Cuesta Urrea transfirió a Omar Cuesta y a Martha Elba Cuesta la nuda propiedad de los mismos.
No puede decirse lo mismo respecto de la aludida venta del establecimiento de comercio denominado “Armonías del Ingrumá” porque del contrato mismo no se trajo ninguna prueba; sólo de la inscripción que de él se hizo en la Cámara de Comercio de Manizales el 29 de mayo de 1997 (f. 22, c. 1).  
Aún con esta falencia, que ya sería diciente para que se frustraran las pretensiones, por lo menos en lo que a este último bien respecta, se tiene que son esas las declaraciones de voluntad que vienen precedidas de certeza y legalidad sobre las que se alega que no consultan la verdadera intención de los contratantes, sino que envuelven una donación para impedir que la demandante participara en la liquidación de la herencia de su padre en la proporción que sobre esos bienes le correspondía.
Si lo que se afirma, entonces, es que el negocio oculto de los contratantes fue una donación, por sustracción de materia, no pudo haberse dado una simulación absoluta, dicho como está que esta última modalidad implica que la voluntad interior de los contratantes era la de no celebrar el negocio jurídico que se manifestó al exterior, ni ninguno otro. Sobre la distinción entre estas dos formas de simulación se ha dicho que:

“En el cosmos contractual, de ordinario, acontece que la voluntad expresada —o exteriorizada— por las partes, es el corolario fidedigno del querer de las mismas, el reflejo de su intentio, de suerte que en tales circunstancias converge la voluntas y su declaración. Sin embargo, ello no resulta ser siempre así, habida cuenta de que en algunas ocasiones aquellas, impulsadas por diferentes móviles, se confabulan para engañar a terceros, ya sea realizando tan sólo en apariencia un acto cuyos efectos no desean, ora ocultando, detrás de la declaración que se pone de presente al público —por ello tildada de ostensible—, otra intención real y sería que es la que los a agentes verdaderamente tienen, pero la cual mantienen encubierta frente a los demás. Situaciones como las anteriores, dan lugar a lo que, de antaño, se conoce como simulación absoluta y relativa, respectivamente.

Por lo tanto, pese a que el negocio reúna externamente las condiciones de validez, éste no constituye ley para las partes (lex contractu) ya que la actuación realizada no las ata, sino que la verdadera voluntad, la denominada interna, es la llamada a disciplinar sus relaciones, razón por la cual la jurisprudencia de la Corte, desentrañando el contenido del artículo 1766 del Código Civil, habilitó en el ordenamiento patrio la acción declarativa de simulación, a fin de permitir que los terceros, o las partes que se vean afectadas desfavorablemente por el acto aparente, puedan desenmascarar tal anomalía en defensa de sus intereses, y obtener el reconocimiento jurisdiccional de la realidad oculta, en pos de combatir el prenotado acuerdo simulatorio, de factura mentirosa o tramposa, tal y como lo tilda un importante sector de la doctrina patria y comparada.

De lo que se viene diciendo, cuando de la absoluta se trata, se sabe que el accionante persigue la declaración de carencia o ausencia de efectos del acto aparente, mientras que en la relativa, que la justicia defina o precise, in casu, el negocio realmente celebrado, en cuanto a su naturaleza, a sus alcances, a las condiciones del mismo o a las personas a quienes realmente vincula.” 

Era ésta razón suficiente para que se hubiera despachado en forma desfavorable la petición principal, sin que requiriera el juzgado adentrarse en consideraciones de otra índole que debieron estar reservadas para lo que atañe a la simulación relativa que se depreca.
Y no solo la que involucra a Omar y Martha Elba Cuesta, sino también a William Rivera Gaviria, porque si no hubo simulación absoluta entre el señor Hernando Alberto Cuesta Urrea y sus hijos, menos puede haberla entre ella y quien le adquirió los derechos sobre el mismo inmueble, según la escritura pública No. 86 del 24 de febrero de 2000, si, por otra parte, se tiene en cuenta que respecto de  él está suficientemente demostrado que por esa época recibió la liquidación de sus prestaciones sociales como trabajador dependiente en cuantía superior a la del contrato y partir de la adquisición empezó a desempeñar su rol de propietario, entre otras cosas, celebrando los contratos de arrendamiento relacionados con los locales que forman el bien, como se acreditó por vía documental (f. 181 a 185, c. 1) y testimonial (f. 1 a 4, c. 5). 

Siguiendo el orden de la demanda, la primera pretensión subsidiaria tiende a que se declare que en las referidas ventas hubo lesión enorme. Pero en este plano fue acertada la posición que asumió el juzgado. Por un lado, porque si se pudiera considerar la venta que del establecimiento de comercio mencionado se hizo, ese es un bien mueble y como tal no es susceptible de lesión enorme, según lo establece el artículo 1949 del C. Civil, subrogado por el artículo 32 de la Ley 57 de 1887. Y por el otro, porque en lo que toca con los inmuebles, lo vendido de ellos fue la nuda propiedad conservando el vendedor para sí el usufructo vitalicio, lo que convierte ese pacto en un contrato aleatorio, entendido como aquel en el que una de las partes se obliga a una prestación frente a una contraprestación que equivale a una contingencia de ganancia o pérdida. Esa contingencia surge en el caso planteado del hecho de que la pérdida o la ganancia para el comprador se difieren en el tiempo, hasta cuando dure el usufructo. 

De manera que, tal como lo señaló la sentencia de primer grado, con apoyo en jurisprudencia que conserva su vigencia, en este tipo de contratos no tiene cabida la lesión enorme, precisamente por la incertidumbre que generan sus prestaciones. 

Finalmente, en lo que respecta a la simulación relativa, se repite que ella tiene lugar cuando los contratantes acuerdan una especie de negocio para sí pero exteriorizan uno diferente, por múltiples circunstancias, entre ellas la de distraer sus bienes en perjuicio de terceros.
Eso es lo que se plantea estrictamente en la demanda, que el señor Hernando Alberto Cuesta Urrea y sus hijos Omar y Martha Elba fingieron la compraventa de los inmuebles y del establecimiento de comercio que se relacionan en los hechos porque lo que en realidad quiso el primero en concierto con los segundos fue donarles tales bienes.
También en este evento la carga de la prueba le corresponde, sin duda, a quien lo alega. Pero tal prueba tiene que ser determinante, contundente, clara, completa, muestra fidedigna de que, en verdad, quienes se involucraron en un determinado negocio jurídico lo hicieron con el propósito de falsear la verdad, o de esconder su real intención.  No es posible, entonces, edificar una declaración de la estirpe de la que aquí se reclama sobre bases endebles o apenas indicativas de que la verdad pudo ser ocultada, no de que lo fue; se trata de que la prueba, que para estos casos es por regla general indiciaria, sea tal que no deje mantos de duda sobre la legalidad y veracidad que, en principio, rodean el acto jurídico que se ataca. Es, pues, dejar a salvo la buena fe que hoy por hoy, más que en otras épocas, debe presumirse en los asociados. 
Por algo se ha sostenido 
 que:

“…en la búsqueda del rastro o de la huella que evidencia los hechos que exteriorizan una aparente realidad —precio de la venta, entrega del bien, capacidad económica del adquirente, beneficios económicos del enajenante, etc.—, entre otras circunstancias de las que pueda colegirse con certeza que no se realizó el negocio visible u ostensible, la técnica investigativa enseña que el juzgador, al evaluar el resultado que el material probatorio arroja, no puede menos que iniciar su labor analizando aisladamente cada medio de prueba, para después confrontarlos y sopesarlos en conjunto. De lo contrario, la valoración que realice en torno a cada uno de ellos lo podría conducir, ciertamente, a una conclusión de suyo contraevidente y, por tanto, alejada de la real teleología de la prueba. Lo propio importa manifestar en punto a un mismo medio probatorio, verbi gratia, los indicios, como quiera que indefectiblemente debe ponderarlos en forma articulada (CPC., art. 250) pues sólo de esa manera podrá concluir, con acierto, que el negocio es simulado.

Conviene recordar en este momento, que la carga de probar la simulación (onus probandi) corresponde a quien persigue su declaratoria (CPC., art. 177) sin perjuicio del elevado deber que tiene el juez de proveer oficiosamente para verificar los hechos alegados (num. 4º, art. 37, 179 y 180 ib), y que con tal propósito debe aquél aportar al juzgador suficientes y fidedignos medios de prueba que le permitan a éste, sin hesitación alguna, formarse el convencimiento de que el negocio jurídico cuestionado es aparente y, por ende, reñido con la realidad volitiva inter-partes, vale decir con su genuina intentio. Parafraseando a uno de los militantes de la conocida escuela de la exégesis, M.L. Larombiére, la prueba empleada en la esfera simulatoria ha de ser “potente”, y dicha potencia —o fuerza de convicción—, de ordinario, dimana de pruebas indirectas, preponderadamente de los indicios y de ciertas conjeturas fundadas, como se anticipó, toda vez que la descrita tipología probatoria es la que puede develar el acto simulado, en la medida en que se ubica en un plano similar al que descendieron quienes con tal propósito se conchabaron, cumpliendo destacar que el juez, frente a una exposición de hechos de tal naturaleza, no puede asumir una conducta absolutamente pasiva —como es evidente en el sub lite—, so pretexto de preservar una malentendida imparcialidad, con desdén hacia los deberes que como director del proceso le imponen las leyes de procedimiento, edificados en la inteligencia de que importa a la justicia encontrar la “verdad” para hacerla latir en la sentencia, como dictado de la razón y no como simple y llano pronunciamiento de autoridad.

No bastan, entonces, las meras sospechas o especulaciones que nacen de la aprehensión maliciosa del acto dubitado o de la consideración aislada —o insular— de los diferentes medios de prueba, específicamente de los indicios, tomados en abstracto —o incluso en forma fragmentada— sin la necesaria contextualización en al ámbito propio del negocio censurado y en las particularidades —ello es neurálgico— que ofrece el caso in concreto, insuficientes y anodinas para desvirtuar la arraigada presunción de sinceridad que lo abriga, pues es necesario resaltar que la sola presencia de circunstancias que pudieran llamar la atención bajo el prisma de experimentados negociantes, no se traduce más que en una duda sobre la habilidad del vendedor para disponer de sus bienes, a quien le bastaría invocar como argumento de contrapartida para enfrentar con éxito tan débiles argumentos, el principio de la autonomía privada, a cuyo amparo puede entenderse que por ejemplo, el precio no sea del equivalente al que se otorga en el comercio al bien, o que la forma de pago no suponga exigentes requerimientos económicos y probatorios (intereses y documentación), como suele suceder, merced a la confianza reinante —de ordinario— en los negocios entre parientes, o que del producto de la transferencia el enajenante no obtenga un adecuado provecho.

Al fin y al cabo la ley civil, las más de las veces supletiva como en estos menesteres corresponde, e inspirada en ese acerado postulado, en asocio con el potísimo axioma de la buena fe —tan celosamente defendido en esta específica materia desde el derecho medieval por los pos-glosadores, mejor comentaristas, en particular por Baldo y por Bartolo—, no sanciona la impericia ni la ingenuidad o candidez, rectamente entendidas, ni la generosidad o desprendimiento límpidos en los negocios, ni impone, por regla general, determinados compromisos cuando ellos se acuerden, ni mucho menos permite edificar una presunción de mala fe por el hecho de que uno de los convencionistas —más experimentando que el otro—, se aproveche lícitamente de las ventajas negociales que su contraparte le ofrece, en la inteligencia, claro está, de que su proceder no se torne abusivo.

Ni tampoco el ordenamiento tolera, a su turno, que toda negociación deba ser satanizada, so pretexto de que se realizó entre parientes o familiares, como si el vínculo emergente de la consanguinidad se erigiera en patente de corso para eclipsar, invariablemente, la seriedad y sinceridad de las convenciones, sin que medie para ello ningún examen o fórmula  de juicio  individual y, lo que es más decisivo, su integración armónica y concatenada con otras probanzas, aún de raigambre indiciaria. No en vano, con innegable acierto, la doctrina especializada se ha preocupado por aclarar que la relación personal o familiar de los contratantes (coniunctio sanguinis et affetio contrahentium), aisladamente considerada, es impotente para acreditar el acuerdo simulatorio, pues como bien lo recuerda el profesor italiano Carlos Lessona, esta circunstancia “...no basta por sí sola, no habiéndose prohibido a tales personas contratar entre sí”. Incluso, en determinadas ocasiones —como lo relata el mismo profesor de la Universidad de Pisa— “el vínculo de parentesco puede tal vez probar la sinceridad del acto más bien que suministrar una conjetura de simulación” (Teoría General de la Prueba Civil, Reus,T. V, Madrid 1964, pág. 420), todo lo cual confirma la imperiosa necesidad de ponderar, ex abundante cautela, cada prueba obrante en el proceso, en concordancia con otras del mismo o similar linaje.

En consonancia con lo anotado —a fin de redondear el precitado comentario—, igualmente cumple destacar que, en la actualidad, por fuerza de novísimos mandatos constitucionales (arts. 42 y 83), el parentesco entre los contratantes no puede convertirse, por sí sólo, esto es, ayuno de otro soporte adecuado de estirpe probatorio, en un indicio eficaz para deducir simulación, pues ello equivaldría, como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-068 del 10 de febrero de 1999, por medio de la cual fueron separadas del ordenamiento jurídico patrio las disposiciones que sancionaban con nulidad la venta entre cónyuges, a “dar por preestablecida la falta de rectitud, lealtad y probidad de quien así contrata, es decir su mala fe, lo que resulta contrario a la norma constitucional consagrada en el artículo 83 de la Carta Política que, precisamente, dispone lo contrario cuando en ella se instituye como deber proceder conforme a los postulados de la buena fe, sin que existan razones valederas para que pueda subsistir en la ley la presunción de que los contratantes, por ser casados entre sí, actúan de mala fe, como igualmente tampoco resulta admisible la suposición implícita de que, en tal caso, los cónyuges dejan de lado el cumplimiento del mandato constitucional consagrado en el artículo 95, numeral 1º, que impone como deberes de la persona y del ciudadano, entre otros, el de “respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios””.

Bajo el supraindicado entendimiento, ha puntualizado esta Sala que, en lo que concierne a la tarea valorativa que corresponde al juzgador,

“... lo mejor es que el juez se abandone a su propia conciencia, haciendo acopio del sentido común, las máximas de la experiencia y el conocimiento que tenga de la astucia del hombre, aplicando todo a los hechos que rodearon el negocio, así los que lo antecedieron, como los concomitantes y sobrevinientes. La única regla que de cara a tan complejo análisis probatorio saldría indemne de toda crítica, es la de que los indicios y las conjeturas tengan el suficiente mérito para fundar en el juez la firme convicción de que el negocio es ficticio; lo cual sólo ocurrirá cuando las inferencias o deducciones sean graves, precisas y convergentes. Vale decir, la prueba debe ser completa, segura, plena y convincente; de no, incluso en caso de duda, debe estarse a la sinceridad que se presume en los negocios (in dubio benigna interpretatio ad hibenda est ut magis negotium valeat quam pereat)” (Se resalta G. J. CCVIII, pág. 437).

Tan compleja es la misión del juez en lo tocante con la valoración de la prueba de la simulación, como se sabe asaz volatil, que en tal laborío, bien entendido, debe aquél agudizar sus sentidos haciendo gala de un instinto perspicaz, que le permita desenvolverse en la cuestión fáctica, según lo enseña la doctrina, como acucioso gendarme del orden y la seguridad jurídicas”.

Trayendo tan clara posición al caso que nos ocupa, se tiene que la simulación relativa respecto de bienes inmuebles cuya compraventa se reputa perfecta en tanto se haya otorgado por escritura pública (art. 1857 C.C.), esto es, cuando contiene una manifestación de voluntad declarada ante un funcionario investido por la ley para esos menesteres, o de bienes muebles -como un establecimiento de comercio-, que puede verificarse de aquella manera, o por medio de un documento privado, sólo puede abrirse paso en tanto la prueba allegada apunte a demostrar con suficiencia que esa es apenas la manifestación externa de la voluntad de las partes, que no la interna, pues ésta envuelve una declaración diversa, reflejada en un contrato distinto que es el que en realidad gobernaría la relación entre los contratantes. Para el caso de ahora se aduce que lo que en el fondo quisieron vendedor y compradores fue una donación y no una venta, y para demostrarlo se trajeron algunas pruebas documentales y otras testimoniales que, tal como dijo la juez de primer grado, no conducen a ese ocultamiento de la verdad.

Sobre este particular es conveniente recalcar la distinción que se hizo entre la nulidad de un contrato y su simulación, pues allí se dejó sentado que los testigos aportados por la demandante dan a entender  que el señor Hernando Alberto Cuesta Urrea carecía de facultades mentales para celebrar los contratos y más bien fue presionado para ello por sus hijos; es decir que para tales deponentes no hubo acuerdo de voluntades entre vendedor y compradores, sino que la de aquél se vio afectada por su estado de salud o por la fuerza moral que sobre él se pudo haber ejercido. Y si ello es así, se viene a menos un presupuesto claro de la simulación que consiste en que entre los que celebran un contrato con el propósito de ocultar otro (simulación relativa), hay consciencia del mismo.
Es decir, que si sólo uno de los contratantes hiciera manifiesta su declaración de voluntad para ocultar sus bienes o para defraudar a otros, no hay simulación; podrá darse una figura diferente, como la de la nulidad según quedó consignado dadas las condiciones en que los testigos refieren que ocurrieron los hechos, lo cual tendría que ser probado con suficiencia; o eventualmente la distracción de bienes en perjuicio de los acreedores de una de las partes, sin concierto previo con la otra, lo que podría generar la denominada acción pauliana, para citar algunos ejemplos.
También sobre este punto ha sostenido la jurisprudencia que:
“Resulta  así  cómo,   admitiendo  que efectivamente por la escritura pública 548 de 17 de febrero de 1988 se celebró un contrato de compraventa relativo a un inmueble situado en la calle 40 A N" 81 A 31 de Medellín, alega sin embargo el actor que sus hijos John Jairo, Martha Luz y Beatriz Elena Misas, quienes en el instrumento figuran como compradores, son meros testaferros, pues la verdadera adquirente lo fue su cónyuge, la codemandada Otilia Restrepo de Misas; se denuncia, pues, un caso de simulación relativa por interposición de persona.
Ahora, previo al análisis de los yerros de apreciación probatoria denunciados por el censor en este cargo con miras a demostrar esa pretendida simulación, menester es memorar que, como de antiguo lo tienen establecido la jurisprudencia y la doctrina, la simulación, amén de exigir para su estructuración una divergencia entre la manifestación real y la declaración que se hace pública, requiere insoslayablemente del concierto simulatorio entre los participes, esto es, de la colaboración de las partes contratantes para la creación del acto aparente.
Esta última exigencia no es de difícil comprensión si se considera que un contrato no puede ser  simultáneamente simulado para una de las partes y verdadero para la otra, de manera que si uno de los participes oculta al otro que al negociar tiene un propósito, diferente del expresado, esto es, si su oculta intención no trasciende su fuero interno, no existe otra cosa que una reserva mental por parte suya (propósito in mente retentí), insuficiente desde luego para afectar la validez de la convención, o para endilgar a la misma efectos diferentes de los acordados con el otro contratante que de buena fe se atuvo a la declaración que se le hizo.
En el punto, ha expresado la Corte cómo "no ofrece duda que el proceso simulatorio exige, entonces, la participación conjunta de los contratantes y que, si así no ocurre, se presentaría otra figura, como la reserva mental. Que no tiene ninguna trascendencia sobre la validez y fuerza vinculante del negocio jurídico celebrado en esas condiciones.
"Poco interesa que la simulación sea absoluta o relativa, pues en una y otra se requiere del mencionado acuerdo, comoquiera que la creación de una situación jurídica aparente, distinta de la real, supone necesariamente un concurso de voluntades para el logro de tal fin. De suerte que si no hay acuerdo para simular, no hay simulación. El deseo de una de las partes, sin el concurso de la otra de emitir una declaración que no corresponde a la verdad, no pasa de ser como antes se afirmó, una simple reserva mental, fenómeno distinto a la simulación" (G.J. t. CL.XXX, Cas. Civ., sent. De enero 29 de 1985, Pág. 25).
De esta suerte, no hay duda de que -para arrimar un ejemplo cercano al caso en estudio-, celebrado un contrato de compraventa, las relaciones entre vendedor y comprador se regirán por esa convención sin sufrir mengua o modificación alguna por el hecho de que la oculta y nunca expresada intención del adquirente haya sido la de comprar el bien no para si sino para un tercero; de manera que, sin perjuicio, naturalmente, de que las relaciones entre el interpósito comprador y el tercero se rijan por el contrato formalizado entre ellos a ese respecto, no podría en eventos tales predicarse simulación alguna.
En este orden de ideas, para los efectos probatorios los precedentes conceptos imponen como corolario el que la labor de quien alega la simulación no puede detenerse en la sola comprobación de que uno de los contratantes plasmó una declaración pública opuesta a su voluntad real, puesto que si esa nada más constituye su mira, habrá extraviado el camino; para complementar exitosamente su esfuerzo, para que surja el fenómeno jurídico de la simulación menester le será acreditar además que el otro contratante participó en el fingimiento, cooperando en la creación del acto aparente.” 
    
Con todo, a pesar de que lo anterior sería suficiente para prohijar lo decidido en primera instancia, tampoco se satisface con la prueba recaudada la carga de que se ha hecho mención, que es para este tipo de asuntos bastante exigente, porque se repite, no es suficiente afirmar que el contrato pudo ser simulado; hay que acreditar que lo fue, lo que no se alcanza a colegir ni con los testimonios ni con la prueba documental.

Con los documentos no, porque lo que contienen las escrituras públicas allegadas es la intención clara de las partes de vender y comprar la nuda propiedad sobre los inmuebles reseñados en la demanda y la historia clínica aportada no indica, por sí sola que el vendedor hubiese comprometido con los compradores su verdadero designio, en pos de aparentar a los demás lo que para ellos iba a ser una simple donación. 

Tampoco con los testimonios, porque de ellos hay que repetir que aluden más a la incapacidad del vendedor para disponer de sus bienes, que a la tergiversación de la realidad por parte de los contratantes.  No es suficiente, se insiste, con que se diga que los compradores no tenían ingresos que les permitieran adquirir los bienes, porque esa circunstancia de manera aislada, y que además no fue acreditada por otros medios, no obstante que Omar se desempeñaba en el medio comercial de manera activa y que Martha Elba fue trabajadora dependiente por muchos años, es decir que bien pudieron acumular un capital para realizar tales negocios, no permite en todo caso estructurar la simulación que depende de una serie de situaciones que indiquen que sí hubo tal propósito.  

Podrá decirse que el parentesco fue determinante y juega papel como un indicio más de la simulación; pero habría que señalar allí que la misma testigo Isabel Moreno, quien dijo conocer a fondo la situación fáctica, expresó que los negocios celebrados incluían dejar a salvo parte de lo que pudiera haberle correspondido a la demandante, a pesar de que ella consideró que su padre no podía vender porque estaba de por medio la liquidación de la sociedad conyugal.  Es decir, que por este aspecto, tendría que concluirse que no hubo nunca el propósito de defraudar sus intereses; de hecho, está claro que lo que se trasmitió a los hermanos Omar y Martha Elba fue sólo el 50 por ciento de la nuda propiedad de unos bienes, no ellos en su totalidad. 
Ahora, que el vendedor Hernando Alberto Cuesta padeciera quebrantos de salud, eso no se traduce indefectiblemente en que su voluntad estuviera viciada, si no se demuestra que su condición mental no le permitía en realidad comprender lo que hacía; tampoco es edificante del ocultamiento que se predica en los contratantes que la relación entre ellos fuera tensa, porque en ese punto sí que habría que analizar si en realidad ello pudo influir en la mentira que se les atribuye, pues, por el contrario, esa circunstancia hubiera podido conducir fácilmente a que su padre se negara a transferirles derecho alguno; pero, además, es claro que Omar, al decir de todos los testigos, incluyendo los que aportó la demandante, era la mano derecha de él en sus negocios y le fueron confiadas todas las operaciones mercantiles, lo que no se entendería si no fuera porque, al margen de los problemas cotiadianos que se suelen suscitar entre familiares, conservaban una buena relación. 

A todo esto se suman las versiones rendidas por otras personas, a instancia de los demandados, que indican que Omar Cuesta, por lo menos, era, para la época de la celebración de los contratos, persona que no tenía problemas económicos, al punto de que le prestaba dinero a uno de los deponentes en cuantías que para entonces no eran insignificantes. 

El precio irrosorio que aduce la demandante tampoco tiene la trascendencia que en otros casos se le puede dar a ese hecho, porque esta claro que lo que se trasmitió aquí fue la nuda propiedad, ya que el vendedor se reservó el usufructo de los bienes hasta su muerte, lo que implica que el precio tuviera que regirse por esa especial convención que, dígase también, es permitida por nuestra legislación civil, es decir que no por el hecho de esa reserva puede pensarse que no hubo el ánimo de vender y comprar. 

De todo lo cual se desprende que como no fue probada la simulación absoluta, ni hubo lesión enorme y tampoco se estructuró la simulación relativa, tanto la pretensión principal como las subsidiarias estaban llamadas al fracaso.  Esa fue la conclusión del juzgado y, por tanto, se confirmará el fallo en todas sus partes. 
En esta sede no se causaron costas.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República, y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 23 de abril de 2008, en este proceso ordinario que Thanya del Carmen Cuesta Salazar le promovió a Omar Alfonso Cuesta Salazar, Martha Elba Cuesta Salazar y William Rivera Gaviria -vinculado mediante reforma de la demanda- y en el que se tuvo a Ana Julia Salazar Galeano (inicial demandante) como integrante de este extremo pasivo, una vez desistió de las pretensiones que había invocado.

  


Sin costas 
  



Notifíquese,

Los Magistrados
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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